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Ciudad de México, a 11 de marzo de 2020. 
 

Asunto: Tesis y Jurisprudencias de febrero de 2020. 
 
Por medio de la  presente se hacen de su conocimiento la selección de tesis aisladas y jurisprudencias 
emitidas por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
relacionadas con la materia aduanera y comercio exterior que pueden ser de utilidad en la defensa de 
sus asuntos, publicadas en la revista digital del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y en el 
Semanario Judicial de la Federación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondientes al 
mes de febrero de 2020,  cuyos rubros son los que a continuación se mencionan y están disponibles 
para su consulta en la página de la CLAA en la siguiente dirección electrónica 
https://www.claa.org.mx/circulares-claa/jurisprudencias-relevantes-en-materia-de-comercio-
exterior/2020.html esta herramienta cuenta con un buscador que le facilitará la localización por 
palabra.  
 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 

1. ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD FISCALIZADORA QUE EN EL DESARROLLO DEL 
PROCEDIMIENTO DETECTE DE OFICIO UNA VIOLACIÓN FORMAL, PUEDE DEJARLA INSUBSISTENTE 
HASTA ANTES DE SU CONCLUSIÓN Y EMITIR UNA NUEVA DIRIGIDA AL MISMO CONTRIBUYENTE, SIN 
QUE RESULTE NECESARIO SEÑALAR HECHOS DIFERENTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 53-C DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). 
 

2. ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA INCORRECTA CITA DE LA CLÁUSULA SEGUNDA, PÁRRAFO 
PRIMERO, FRACCIÓN I, DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA CELEBRADO ENTRE LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y EL ESTADO DE GUANAJUATO, CONSTITUYE UN VICIO 
FORMAL PARA EMITIRLA. 
 

 
TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

 
1. VIII-P-1aS-692. CITATORIO PARA LA PRÁCTICA DE UNA NOTIFICACIÓN EN MATERIA FISCAL. NO ES ILEGAL 

SI CULMINA A LA MISMA HORA EN LA QUE INICIA. 
 

2. VIII-P-2aS-586. ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS. ARTÍCULO 45 PRIMER PÁRRAFO DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN. EL REQUERIMIENTO HECHO POR LAS AUTORIDADES FISCALIZADORAS DURANTE LA 
VISITA DOMICILIARIA TIENE SU ORIGEN EN EL ARTÍCULO 16 ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO DE LA 
CONSTITUCIÓN Y NO ES VIOLATORIO DEL DERECHO A LA INTIMIDAD DE LAS COMUNICACIONES 
PRIVADAS. 
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3. VIII-P-2aS-581. IDENTIFICACIÓN DEL VISITADOR. RESULTA LEGAL SI DEL ACTA PARCIAL DE INICIO SE 
DESPRENDE LA RECEPCIÓN DE LA ORDEN DE VISITA PREVIA IDENTIFICACIÓN DEL VISITADOR.  
 

4. VIII-P-2aS-596. PRUEBAS ADICIONALES EN EL RECURSO DE REVOCACIÓN. LA AUTORIDAD DEBE REMITIR 
EL ESCRITO DE SU OFRECIMIENTO, AL MEDIO DE DEFENSA QUE ESTÁ DIRIGIDO, AUN CUANDO SE HAYA 
ENVIADO MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO COMO UN NUEVO RECURSO DE REVOCACIÓN. 
 

5. VIII-P-2aS-584. REENVÍO DEL EXPEDIENTE DE LA AUTORIDAD RESOLUTORA A LA AUTORIDAD 
FISCALIZADORA. ATENTA CONTRA LOS PRINCIPIOS DE CELERIDAD PROCESAL, CERTEZA JURÍDICA Y 
PLENITUD DE JURISDICCIÓN, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 16 Y 17 CONSTITUCIONALES. 
 

6. VIII-P-1aS-693. REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO ARANCELARIAS. LAS AUTORIZACIONES SANITARIAS 
PREVIAS DE IMPORTACIÓN TIENEN EL CARÁCTER DE PERMISOS SANITARIOS. 
 

7. VIII-P-1aS-694. REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO ARANCELARIAS. LAS IMPORTACIONES AL AMPARO 
DE UN DECRETO PARA EL FOMENTO DE LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE 
SERVICIOS DE EXPORTACIÓN (IMMEX), NO EXENTAN DEL CUMPLIMIENTO DE LAS. 
 

8. VIII-P-2aS-582. REQUERIMIENTO DE INFORMES O DOCUMENTOS EN EL EJERCICIO DE FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN. LA ILEGALIDAD DEL PLAZO CONCEDIDO PARA CUMPLIRLO DEBE PROBARSE DE 
CONFORMIDAD CON LOS DISTINTOS SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 53 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN. 
 

9. VIII-P-2aS-585. RESOLUCIÓN RECAÍDA A UN RECURSO DE REVOCACIÓN. AQUELLA QUE MEJORA LA 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA RESULTA ILEGAL, AL CONTRAVENIR 
LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA DE LAS RESOLUCIONES Y NON REFORMATIO IN PEIUS.- 

 
Cualquier duda o comentario como siempre quedo a sus órdenes, así como para la recepción de 
sugerencias o retroalimentación que puedan servir para la mejora respecto a dicha herramienta. 
 
Lo anterior se hace de su conocimiento a fin de que lo tomen en consideración para el desarrollo de sus 
actividades, quedando a sus órdenes para cualquier duda o comentario la Gerencia Jurídico Normativa 
de esta Confederación en el correo juridico@claa.org.mx. 
 
 
Atentamente 
 
Gerencia Jurídica Normativa  
Confederación Latinoamericana de Agentes Aduanales, A.C. 
juridico@claa.org.mx 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, EN MATERIA DE COMERCIO 

EXTERIOR DE FEBRERO DE 2020. 
 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 

 
Tesis: PC.XVI.A. J/26 A 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  2021600        118 de 165  

Plenos de Circuito  Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h   Jurisprudencia 
(Administrativa)  

 
 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD FISCALIZADORA QUE EN EL DESARROLLO DEL 
PROCEDIMIENTO DETECTE DE OFICIO UNA VIOLACIÓN FORMAL, PUEDE DEJARLA INSUBSISTENTE HASTA 
ANTES DE SU CONCLUSIÓN Y EMITIR UNA NUEVA DIRIGIDA AL MISMO CONTRIBUYENTE, SIN QUE RESULTE 
NECESARIO SEÑALAR HECHOS DIFERENTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 53-C DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014). 
 
En términos de las jurisprudencias 2a./J. 157/2011 (9a.) y 2a./J. 34/2014 (10a.), la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación sostuvo que si una primera orden de visita es anulada por la actualización de una 
violación de índole formal, al emitirse una segunda al mismo contribuyente, con el objeto de revisar las mismas 
contribuciones, aprovechamientos y periodos, no puede estimarse inobservado el artículo 53-C del Código Fiscal 
de la Federación, vigente a partir del 1 de enero de 2014 (correlativo del diverso 46, último párrafo, del propio 
ordenamiento, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013), en tanto que únicamente si la primera orden es 
anulada por la actualización de un vicio de incompetencia material, ya no es jurídicamente posible reponer el 
procedimiento de fiscalización y, por ende, sí es necesario señalar hechos diferentes a los ya revisados para poder 
practicar otra visita a la misma persona a fin de revisar las mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos. 
Sobre esa base, se considera que de conformidad con los diversos preceptos 46, fracción VIII, 133 y 133-A del 
indicado código, la autoridad exactora se encuentra posibilitada para, de oficio y por una sola vez, dejar 
insubsistente un procedimiento de visita ya iniciado mediante la notificación de la orden correspondiente y que 
aún no ha concluido mediante el levantamiento del acta final, o bien, la emisión liquidatoria relativa, siempre 
que las circunstancias que hayan dado lugar a esa determinación se encuentren debidamente fundadas y 
motivadas en una causa de ilegalidad formal. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2019. Unanimidad de cinco votos de los 



 

Magistrados Víctor Manuel Estrada Jungo, Enrique Villanueva Chávez, Arturo Hernández Torres, Arturo González 
Padrón y José Gerardo Mendoza Gutiérrez. Ausente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Ponente: Arturo Hernández 
Torres. Secretario: Luis Ángel Ramírez Alfaro.  
Criterios contendientes:  
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 265/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2019. Nota: Las tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 157/2011 (9a.) y 2a./J. 34/2014 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 2, febrero de 2012, página 1280, con el rubro: "ORDEN 
DE VISITA DOMICILIARIA. LA DIRIGIDA A UN CONTRIBUYENTE EN RELACIÓN CON CONTRIBUCIONES, 
APROVECHAMIENTOS, PERIODOS Y HECHOS MATERIA DE UNA PRIMERA ORDEN, DECLARADA NULA POR 
INDEBIDA O INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO A LA COMPETENCIA MATERIAL DE LA 
AUTORIDAD QUE LA EMITIÓ, CONTRAVIENE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2008).", así como en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 2 de mayo de 2014 a las 12:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, página 945, con el título y subtítulo: "ORDEN DE 
VISITA DOMICILIARIA. CASO EN QUE NO OPERA LA CONDICIÓN PARA EMITIR UNA NUEVA DIRIGIDA AL MISMO 
CONTRIBUYENTE, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 46, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
CONSISTENTE EN COMPROBAR HECHOS DIFERENTES A LOS YA REVISADOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 
DE DICIEMBRE DE 2013).", respectivamente. 
 
 

 
Tesis: PC.XVI.A. J/27 A 
(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  2021599        119 de 165  

Plenos de Circuito  Publicación: viernes 14 de febrero de 2020 10:16 h   Jurisprudencia 
(Administrativa)  

 
 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA INCORRECTA CITA DE LA CLÁUSULA SEGUNDA, PÁRRAFO PRIMERO, 
FRACCIÓN I, DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA CELEBRADO ENTRE LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y EL ESTADO DE GUANAJUATO, CONSTITUYE UN VICIO FORMAL PARA 
EMITIRLA. 

Para estimar satisfecho el derecho de debida fundamentación reconocido por el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que hace a la competencia material de la autoridad 
administrativa emisora de un acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga se invoquen 
las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan las facultades o atribuciones legales que le incumben, 
delimitan su campo de acción y generan certeza al contribuyente sobre los órganos del Estado que pueden, 
válidamente, afectar su esfera jurídica; siendo que, en caso de que tales normas incluyan diversos supuestos, 



 

entonces es necesario que se precisen con claridad y detalle el apartado, la fracción o fracciones, incisos y 
subincisos en que apoya su actuación, lo cual, en la hipótesis de que no los contenga, si se trata de una norma 
compleja, la obligación de fundar y motivar llega al extremo de transcribir la parte aplicable de la norma 
correspondiente, pues de no ser así se dejaría al contribuyente en estado de indefensión, toda vez que ignoraría 
si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo; y, en consecuencia, 
si está o no ajustado a derecho. Sin embargo, la incorrecta cita de la cláusula segunda, párrafo primero, fracción 
I, del Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal, celebrado el 2 de junio de 2015 por el 
Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de 
Guanajuato, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de julio de 2015, por sí, no puede ser catalogada 
como un vicio de incompetencia material, cuando lo correcto era citar la cláusula segunda, párrafo primero, 
fracción II, del mismo convenio, a efecto de emitir una orden de visita domiciliaria por una autoridad local 
coordinada en materia de impuesto sobre la renta. Esto último es así, toda vez que sobre el particular, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 165/2013 (10a.), 2a./J. 163/2012 
(10a.) y 2a./J. 134/2007, ha interpretado que para determinar si una autoridad local está facultada o no para 
ejercer las atribuciones derivadas de un convenio de colaboración administrativa en materia fiscal federal, lo 
conducente es atender al marco normativo integral y reglamentario de la entidad federativa en cuestión, en este 
caso, del Estado de Guanajuato, pues ese tipo de convenios no prevén la competencia por grado, materia o 
territorio de los entes administrativos ahí señalados, ni especifican las facultades que corresponden a cada uno 
de éstos; siendo que, en todo caso, el ejercicio de las atribuciones que les corresponden depende de que la 
entidad de la cual se trata, prevea, en su legislación interna, competencia para administrar contribuciones 
federales. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2019. Unanimidad de cinco votos de los 
Magistrados Víctor Manuel Estrada Jungo, Enrique Villanueva Chávez, Arturo Hernández Torres, Arturo González 
Padrón y José Gerardo Mendoza Gutiérrez. Ausente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Ponente: Arturo Hernández 
Torres. Secretario: Luis Ángel Ramírez Alfaro.  
Criterios contendientes: El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 265/2018, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2019. Nota: 
Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 165/2013 (10a.), 2a./J. 163/2012 (10a.) y 2a./J. 134/2007 citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, página 1051, 
con el título y subtítulo: "CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL FEDERAL. PARA 
DETERMINAR SI UNA AUTORIDAD LOCAL ESTÁ FACULTADA PARA EJERCER LAS ATRIBUCIONES DERIVADAS DE 
AQUÉL, DEBE ATENDERSE AL MARCO NORMATIVO INTEGRAL EN LA ENTIDAD FEDERATIVA, INCLUSIVE A LAS 
DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS EMITIDAS POR EL EJECUTIVO LOCAL."; en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 892, con el rubro: 



 

"COMPETENCIA TERRITORIAL DEL DIRECTOR DE AUDITORÍA Y REVISIÓN FISCAL DEL GOBIERNO DE MICHOACÁN, 
AL EMITIR ÓRDENES DE VISITA DOMICILIARIA. SU FUNDAMENTACIÓN AL EJERCER LAS FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN EN COLABORACIÓN CON EL GOBIERNO FEDERAL, CUANDO SE TRATE DE CONTRIBUCIONES 
FEDERALES."; así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto 
de 2007, página 503, con el rubro: "CONVENIOS DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL 
FEDERAL, CELEBRADOS ENTRE EL GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO Y LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS DE GUANAJUATO Y OAXACA. SU CLÁUSULA CUARTA NO 
DEFINE LA COMPETENCIA NI CONSTITUYE UNA NORMA COMPLEJA Y, POR TANTO, LAS AUTORIDADES FISCALES 
NO ESTÁN OBLIGADAS A PRECISAR EN EL ACTO DE MOLESTIA EN CUÁL DE SUS PÁRRAFOS FINCAN SU 
COMPETENCIA, POR LO QUE BASTA SU INVOCACIÓN GENÉRICA.", respectivamente. 
 

 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
 
 
 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
 

VIII-P-1aS-692 
CITATORIO PARA LA PRÁCTICA DE UNA NOTIFICACIÓN EN MATERIA FISCAL. NO ES ILEGAL SI CULMINA A LA 
MISMA HORA EN LA QUE INICIA.- El artículo 137 del Código Fiscal de la Federación dispone que cuando la 
notificación se efectúe personalmente y el notificador no encuentre a quien deba notificar, le dejará citatorio en 
el domicilio, sea para que espere a una hora fija del día hábil siguiente o para que acuda a notificarse, dentro del 
plazo de seis días, a las oficinas de las autoridades fiscales. Conforme a dicho precepto legal no es requisito que 
el citatorio tenga la misma hora de inicio y la hora de conclusión; sin embargo, dicha exigencia nace del artículo 
13 del citado Código, que establece que la práctica de diligencias por las autoridades fiscales debe efectuarse en 
días y horas hábiles, que son las comprendidas entre las 7:30 y las 18:00 horas. En ese orden de ideas, si el 
citatorio tiene la fecha de inicio en hora hábil, es suficiente para considerar que se cumple con dicho requisito, 
pues se reitera no existe obligación para señalar la hora en que concluye la entrega del mismo, incluso si esta se 
verifica a la misma hora en que inicia la diligencia. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1603/17-14-01-1/1787/18-S1-01-04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 6 de agosto de 2019, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretaria: Lic. Diana Berenice Hernández Vera. (Tesis 
aprobada en sesión de 17 de octubre de 2019) 
 
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 43. Febrero 2020. p. 89 



 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 

VIII-P-2aS-586 

ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS. ARTÍCULO 45 PRIMER PÁRRAFO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL 
REQUERIMIENTO HECHO POR LAS AUTORIDADES FISCALIZADORAS DURANTE LA VISITA DOMICILIARIA TIENE 
SU ORIGEN EN EL ARTÍCULO 16 ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO DE LA CONSTITUCIÓN Y NO ES VIOLATORIO DEL 
DERECHO A LA INTIMIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS.- El artículo citado al rubro, faculta a las 
autoridades fiscalizadoras para requerir a los contribuyentes los estados de cuenta bancarios dentro de la visita 
domiciliaria (así se determinó por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia 2a./J. 98/2011 de rubro: "VISITA DOMICILIARIA. EL ARTÍCULO 45 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN FACULTA A LAS AUTORIDADES FISCALIZADORAS PARA REQUERIR ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS 
DURANTE SU PRÁCTICA A LOS CONTRIBUYENTES"). Dicho requerimiento tiene sustento en el artículo 16 
antepenúltimo párrafo de la Constitución, que establece que la autoridad administrativa podrá practicar visitas 
domiciliarias a los contribuyentes para cerciorarse del cumplimiento de las disposiciones fiscales, y solicitar la 
contabilidad y demás "papeles" como los estados de cuenta bancarios, que si bien es cierto pueden tener 
información privada del gobernado, también lo es que dicho requerimiento no es antijurídico dado que tiene 
sustento en un precepto constitucional y su finalidad no es hacerle publicidad a su contenido, queda en 
resguardo de la autoridad hasta que se defina la situación fiscal del contribuyente; por tanto, el artículo 45, 
primer párrafo, del Código citado, no es violatorio del derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas 
a que se refiere el citado artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero constitucional, mismos que 
corresponden al ámbito penal, por lo que se considera que no hay mérito para entrar al estudio de control difuso. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14/24622-07-01-02-08-OT/1027/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 5 de diciembre 2019, por unanimidad de 5 votos 
a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Martha Cecilia Ramírez López. 
(Tesis aprobada en sesión de 5 de diciembre de 2019) 

R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 43. Febrero 2020. p. 234 

 

 

 

 

 



 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 

VIII-P-2aS-581 

IDENTIFICACIÓN DEL VISITADOR. RESULTA LEGAL SI DEL ACTA PARCIAL DE INICIO SE DESPRENDE LA RECEPCIÓN 
DE LA ORDEN DE VISITA PREVIA IDENTIFICACIÓN DEL VISITADOR.- Conforme al artículo 44, fracción III del 
Código Fiscal de la Federación al iniciarse la visita en el domicilio fiscal, los visitadores que en ella intervinieron 
se deberán identificar ante la persona con quien se atienda la diligencia. Ahora bien, si de la redacción del acta 
parcial de inicio se advierte que la persona con la que se entendió la diligencia, para constancia estampó de su 
puño y letra en la orden de visita que la recibió previa identificación del visitador, deberá considerarse en 
consecuencia que la diligencia acató el contenido de la mencionada norma, ya que no se viola la esfera jurídica 
de la actora.  

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1061/18-13-01-6/ 2639/18-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 29 de agosto de 2019, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de enero de 2020) 

R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 43. Febrero 2020. p. 148 

 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 

VIII-P-2aS-596 

PRUEBAS ADICIONALES EN EL RECURSO DE REVOCACIÓN. LA AUTORIDAD DEBE REMITIR EL ESCRITO DE SU 
OFRECIMIENTO, AL MEDIO DE DEFENSA QUE ESTÁ DIRIGIDO, AUN CUANDO SE HAYA ENVIADO MEDIANTE 
BUZÓN TRIBUTARIO COMO UN NUEVO RECURSO DE REVOCACIÓN.- De conformidad con el último párrafo del 
artículo 123 del Código Fiscal de la Federación, el recurrente a más tardar dentro del mes siguiente a la fecha de 
presentación del recurso de revocación, podrá anunciar que exhibirá pruebas adicionales a las ya presentadas. 
En ese tenor, si el particular presenta un escrito por buzón tributario, en el cual anuncia el ofrecimiento de 
pruebas adicionales a las que presentó en su escrito inicial; y por error lo envía a través de ese medio de 
comunicación electrónica como un nuevo recurso de revocación, la autoridad deberá analizar y atender al 
contenido del escrito de mérito sin rigorismos formalistas respecto al envío realizado por buzón tributario, a 
efecto de remitir tal documento al recurso que fue dirigido y acordar lo conducente. De no hacerlo así y desechar 
el escrito de mérito so pretexto de que no es una resolución recurrible en términos del artículo 117 del Código 
Fiscal de la Federación, se le privaría al particular de su derecho de ofrecer pruebas a las ya presentadas en el 
recurso, en contravención a lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 



 

Mexicanos y 123, último párrafo del Código Fiscal de la Federación; sin que tal determinación rompa el equilibrio 
procesal entre las partes, dado que no se trata de un requisito que condiciona la procedencia para el anuncio de 
nuevas pruebas, sino de un error subsanable en cuanto a la forma de envío del escrito de referencia a la autoridad 
competente.  

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1214/18-21-01-8/1345/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 23 de enero de 2020, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar. 
(Tesis aprobada en sesión de 23 de enero de 2020) 
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  
 

VIII-P-2aS-584 

REENVÍO DEL EXPEDIENTE DE LA AUTORIDAD RESOLUTORA A LA AUTORIDAD FISCALIZADORA. ATENTA 
CONTRA LOS PRINCIPIOS DE CELERIDAD PROCESAL, CERTEZA JURÍDICA Y PLENITUD DE JURISDICCIÓN, 
PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 16 Y 17 CONSTITUCIONALES.- Con fundamento en el artículo 133 del Código 
Fiscal de la Federación, tenemos que la autoridad resolutora no solo puede anular o revocar la decisión de su 
inferior, sino que incluso, tiene la facultad de corregir y modificar el acto inicialmente recurrido; luego entonces, 
si al resolverse un recurso administrativo de revocación, decide reenviar el asunto a la autoridad fiscalizadora 
para que sea ella quien se pronuncie sobre la situación fiscal de la recurrente, dicho actuar es ilegal; en virtud de 
que atenta contra el principio de celeridad procesal contenido en el artículo 17 constitucional, pues al realizarse 
el reenvío, se produce un atraso innecesario en la impartición de justicia que le depara perjuicio a las partes, esto 
es, tanto al particular, ya que no se define su situación fiscal, como a la autoridad porque de ser procedente, se 
obstaculiza el cobro de lo determinado en el ejercicio de sus facultades de comprobación; aunado a que la 
dilación procesal en el dictado de una resolución, crea incertidumbre contraviniendo con ello también, el 
principio de certeza jurídica. Asimismo, si en términos del numeral 133, fracción V, del citado Código, la autoridad 
resolutora cuenta con la atribución de modificar o dictar un nuevo acto, máxime si advierte que los agravios 
expuestos en el recurso de revocación resultan total o parcialmente fundados, se encuentra obligada a definir la 
situación fiscal del particular en atención al principio de plenitud de jurisdicción. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 16/1244-24-01-02- 05-OL/16/41-S2-10-30.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 19 de noviembre de 2019, por unanimidad de 4 
votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Michael Flores Rivas. 
(Tesis aprobada en sesión de 19 de noviembre de 2019) 
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LEY ADUANERA 
 
 

VIII-P-1aS-693 

REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO ARANCELARIAS. LAS AUTORIZACIONES SANITARIAS PREVIAS DE 
IMPORTACIÓN TIENEN EL CARÁCTER DE PERMISOS SANITARIOS.- De conformidad con el artículo primero, inciso 
D), del Acuerdo que establece la clasificación y codificación de mercancías y productos cuya importación, 
exportación, internación o salida está sujeta a regulación sanitaria por parte de la Secretaría de Salud, se 
establece la clasificación y codificación de las mercancías y productos sujetos a autorización sanitaria previa de 
importación, o autorización de internación, según corresponda, de los productos para uso en diagnóstico, 
tratamiento, prevención o rehabilitación de enfermedades en humanos, o para pruebas de laboratorio, que se 
destinen a los regímenes aduaneros de importación definitiva, temporal o depósito fiscal, cuando: a) dichos 
productos se importen al amparo del Decreto para el Fomento de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de 
Servicios de Exportación (IMMEX), b) se trate de donaciones, c) consistan en importaciones para uso personal 
del importador cuando excedan la franquicia conforme a la Legislación Aduanera, d) se trate de bienes 
importados para uso en investigación científica, en laboratorio o experimentación, o e) se trate de importaciones 
temporales destinadas a exposiciones internacionales, convenciones, demostraciones o congresos, siempre que, 
para todos los supuestos, las mercancías no se destinen a distribución y/o comercialización, además, que sean 
comprendidos en las fracciones arancelarias que ahí se indican, para tales efectos, será la Comisión Federal para 
la Protección contra Riesgos Sanitarios, a través de la Comisión de Autorización Sanitaria, la facultada, para 
expedir las autorizaciones sanitarias previas de importación, las cuales de conformidad con la Ley General de 
Salud tienen el carácter de permisos sanitarios previos de importación, por lo tanto, les son aplicables los 
artículos 82 y 83 del Reglamento de Insumos para la Salud, toda vez que tiene por objeto reglamentar el control 
sanitario de los insumos, así como el de los establecimientos, actividades y servicios relacionados con los mismos, 
entre ellos, los equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de uso 
odontológico, material quirúrgico, de curación, productos higiénicos y otros dispositivos de uso médico, en 
consecuencia, la importación de mercancías bajo las fracciones arancelarias que se indican en los puntos Primero 
y Tercero del Acuerdo que establece la clasificación y codificación de mercancías y productos cuya importación, 
exportación, internación o salida está sujeta a regulación sanitaria por parte de la Secretaría de Salud, requiere 
de autorización Sanitaria Previa de Importación, que tendrá el carácter de licencia, permiso, registro o tarjeta de 
control. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 829/17-EC1-01-7/1712/18-S1-04-04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 20 de agosto de 2019, por unanimidad de 5 votos a 



 

favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Eduardo Rivera Delgado. 
(Tesis aprobada en sesión de 17 de octubre de 2019) 
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LEY DE LOS IMPUESTOS GENERALES 
DE IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN 

 

VIII-P-1aS-694 

REGULACIONES Y RESTRICCIONES NO ARANCELARIAS. LAS IMPORTACIONES AL AMPARO DE UN DECRETO 
PARA EL FOMENTO DE LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS DE EXPORTACIÓN 
(IMMEX), NO EXENTAN DEL CUMPLIMIENTO DE LAS.- El Acuerdo que establece la clasificación y codificación de 
mercancías y productos cuya importación, exportación, internación o salida está sujeta a regulación sanitaria por 
parte de la Secretaría de Salud, dispone que las autorizaciones sanitarias previas de importación tienen el 
carácter de permisos sanitarios de conformidad con la Ley General de Salud, asimismo, que las fracciones 
arancelarias contempladas en los puntos Primero apartado D y Tercero de dicho Acuerdo requieren de registro 
sanitario, por lo que, el hecho de que se importe mercancía al amparo de un Decreto para el Fomento de la 
Industria Manufacturera, Maquiladora y de Servicios de Exportación (IMMEX), no exenta del cumplimiento de 
las regulaciones y restricciones no arancelarias, pues dicho programa únicamente beneficia para efectos del 
impuesto general de importación pero no tiene el alcance de eximir del cumplimiento de las regulaciones y 
restricciones no arancelarias, máxime que el artículo primero, inciso D), subinciso a) del Acuerdo de mérito, 
contempla como uno de los supuestos de aplicación que los productos se importen al amparo del Decreto para 
el Fomento de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de Servicios de Exportación (IMMEX). 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 829/17-EC1-01-7/ 1712/18-S1-04-04.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 20 de agosto de 2019, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. Eduardo Rivera Delgado. 
(Tesis aprobada en sesión de 17 de octubre de 2019) 
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 



 

VIII-P-2aS-582 

REQUERIMIENTO DE INFORMES O DOCUMENTOS EN EL EJERCICIO DE FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA 
ILEGALIDAD DEL PLAZO CONCEDIDO PARA CUMPLIRLO DEBE PROBARSE DE CONFORMIDAD CON LOS 
DISTINTOS SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 53 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Conforme al 
artículo 53 del Código Fiscal de la Federación, cuando las autoridades fiscales ejercitan sus facultades de 
comprobación, pueden solicitar al contribuyente revisado o a terceros, la exhibición de datos, informes o 
documentos, estableciendo tres supuestos en cuanto al plazo para cumplir con el requerimiento, bajo la óptica 
de que si los contribuyentes tienen la obligación de conservar su contabilidad en su domicilio fiscal y tenerla a 
disposición de la autoridad fiscal, es evidente que los libros y registros que forman parte de la misma, están al 
alcance de los particulares de forma inmediata, en cambio, en el caso de la información o documentación, que 
sin ser de la antes mencionada, pero que debe estar en poder del contribuyente, es claro que no rige la misma 
causa para considerar que el particular revisado está en posibilidad de su localización inmediata, por lo que el 
numeral analizado, señala un plazo de seis días, en el entendido de que durante ese lapso de tiempo, podrá 
realizar su búsqueda, y en el tercer supuesto se encuentran todos los demás casos, razón por la que se estipuló 
un periodo de tiempo aún más amplio de quince días para que se realice su localización y posterior exhibición. 
Por tanto, si la parte actora argumenta que durante el ejercicio de facultades de comprobación, antecedente de 
la resolución impugnada en el juicio de nulidad, la autoridad fiscal al requerirle información o documentación en 
términos del citado 53 del Código Fiscal de la Federación, debió darle un plazo más amplio del que se le concedió, 
debe acreditar la causa por la cual fue ilegal que se le haya otorgado el plazo que considera insuficiente. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1061/18-13-01-6/ 2639/18-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 29 de agosto de 2019, por unanimidad de 5 votos a 
favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Adolfo Ramírez Juárez. 
(Tesis aprobada en sesión de 9 de enero de 2020) 
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 

VIII-P-2aS-585 

RESOLUCIÓN RECAÍDA A UN RECURSO DE REVOCACIÓN. AQUELLA QUE MEJORA LA FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA RESULTA ILEGAL, AL CONTRAVENIR LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA DE LAS RESOLUCIONES Y NON REFORMATIO IN PEIUS.- De la interpretación conjunta y en 
armonía a los artículos 132, 133 y 133-A, inciso b), primer y segundo párrafos, del Código Fiscal de la Federación 
se advierte que la resolución del recurso de revocación se fundará en derecho, teniendo la autoridad fiscal la 
facultad de invocar hechos notorios y el deber de abordar todas las cuestiones planteadas por el recurrente con 



 

las excepciones normativamente establecidas. Luego, se advierte que la autoridad no cuenta con facultades para 
mejorar la fundamentación de la resolución o acto recurrido, ya que dicha actuación implicaría contravención al 
principio de congruencia de las resoluciones dictadas en un recurso de revocación, pues ese medio de defensa 
tiene por finalidad que el gobernado acceda a una instancia revisora de la legalidad en la que se analice como 
pretensión la revocación o modificación de forma favorable del acto traído a debate. Por ello, la resolución que 
se emita no debe bajo ningún concepto agravar la situación jurídica del recurrente, pues ello implica además de 
una incongruencia con la pretensión que da pauta al recurso, una contravención al principio non reformatio in 
peius que protege de manera inmediata el derecho a la dignidad humana contenido en el artículo 1° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual obliga a las autoridades a velar por el respeto y 
protección de los derechos humanos, circunstancia la cual conlleva que se deba elegir el bien que sea mejor para 
la persona. En consecuencia, dado que es ilegal la mejora de la fundamentación y motivación de la resolución o 
acto recurrido, deberá procederse al análisis de este último por sus propios fundamentos y motivos y en caso de 
resultar también ilegal, declarar la nulidad de la resolución impugnada y originalmente recurrida en el juicio. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2862/18-11-02-5/1207/19-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión 3 de diciembre 2019, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Carlos Augusto Vidal Ramírez. 
(Tesis aprobada en sesión de 16 de enero de 2020) 
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